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Expediente AR-13/2017
LAUDO que dicta el Árbitro D. Francisco José Seseña Aparicio en el procedimiento de arbitraje de derecho promovido por XXXXXXX contra “XXXXXX” sobre impugnación de acuerdos sociales.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Con fecha 1 de Septiembre de 2017 se dirigió, al Consejo Regional  de Economía Social de Castilla-La Mancha, solicitud de arbitraje suscrita por XXXXXXX contra “XXXXXX”, ejercitando acción de nulidad de los acuerdos adoptados en el Consejo Rector de fecha 3 de Julio de 2017.
La demanda iba acompañada de diversa documentación que, una vez admitida como prueba, ha sido objeto de estudio a la hora de dictar el presente laudo.

SEGUNDO: Una vez admitida a trámite la demanda, se dio traslado de la misma a la demandada, manifestando su disconformidad con las peticiones de la parte actora, invocando la caducidad de la acción ejercitada habida cuenta de que debía considerarse una acción de anulabilidad y no de nulidad, afectándole el plazo establecido por Ley para impugnar acuerdos anulables, que es de un mes.

La contestación a la demanda iba acompañada de diversa documentación que fue admitida como prueba.
TERCERO: Designado, con fecha 9 de Octubre de 2017, el árbitro que suscribe el presente Laudo con objeto de dirimir la cuestión planteada, las partes interesadas en el presente procedimiento fueron convocadas a la comparecencia prevista en el artículo 22.2 de Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social (en adelante Decreto), con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa, comparecencia que se celebró el pasado día 10 de Noviembre de 2017. 
CUARTO: Las partes comparecieron personalmente, asistidas por sus Letrados. En la referida comparecencia ambas partes se ratificaron en sus escritos de solicitud de arbitraje y contestación, respectivamente. 
Abierto el periodo de prueba, las partes realizaron su solicitud de práctica de prueba que fue resuelta por este Árbitro en la misma comparecencia.

La parte actora propuso como prueba el interrogatorio del Presidente del Consejo Rector, la documental aportada en su escrito de demanda, así como más documental que aportó en este mismo acto. La parte actora impugnó los documentos acompañados con el escrito de contestación nº 2, 3, 6, 7, 9, 10 y 11 por no tener relación con el procedimiento, así como el documento nº 8 consistente en una grabación realizada al Sr. xxxxx en la sesión de Consejo Rector de 21 de Septiembre de 2017, por no guardar relación con el procedimiento, por vulnerar derechos fundamentales, por haber sido obtenida sin el consentimiento del demandante y por no poder ser utilizadas pruebas que se hubieran obtenido de forma ilícita, invocando el artículo 11 de la LOPJ, y los artículos 283, 287 y 431 LEC.
La parte demandada propuso como prueba el interrogatorio del demandante y la documental aportada con su escrito de contestación. Se opone a la impugnación de los documentas por la demandante, manifestando que la aportación de dichas pruebas no es caprichosa, con ella pretende desvirtuar las manifestaciones que se realizan en el escrito de demanda. Sobre las grabaciones manifiesta que existe diversa jurisprudencia del Tribunal Constitucional que avala las grabaciones realizadas por alguien que está participando en la conversación.
Este árbitro, de acuerdo a lo prevenido en el artículo 24.2 del Decreto, estimó pertinentes todas las pruebas propuestas por las partes, sobre las que se ha realizado una libre valoración de las mismas para resolver el presente procedimiento mediante Laudo.

Por parte de la actora, se presentó recurso de reposición, de fecha 13 de Noviembre de 2017, frente a la admisión de los medios de prueba impugnados, interesando protesta a efectos de la posible impugnación del Laudo arbitral. Recurso en el que reproducía todos los argumentos invocados en la comparecencia del día 11 de Noviembre de 2017. Este árbitro reiteró por escrito, de fecha 17 de Noviembre de 2017, el acuerdo que había adoptado de forma oral, estimando la propuesta de prueba formulada por la demanda, y, por lo tanto, desestimando el recurso de reposición interpuesto. Dejando constancia en este Laudo de la protesta formulada por la actora.
En el presente laudo se resuelve las excepciones de caducidad plantadas, igualmente, por la demandada.
QUINTO: Se celebró la vista el día 1 de Diciembre de 2.017, en primer lugar se realizó el interrogatorio del Presidente de la Cooperativa, xxxxxx, y en segundo lugar el interrogatorio de xxxxxx. 
Finalmente, ambas partes presentaron sus conclusiones de forma oral, quedando vistas las actuaciones para dictar Laudo.
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: El presente procedimiento arbitral se encuadra dentro de la previsión del artículo 167 de la Ley 11/2010, de 4 de Noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha (en adelante Ley de Cooperativas), que establece esta solución para los conflictos que surjan entre los socios y la cooperativa a la que pertenezcan.

Más concretamente, el Decreto reconoce en su artículo 3.1.b) legitimación activa a la parte actora para intervenir en procedimientos arbitrales por ostentar la condición de socia, y a la parte demandada por estar constituida como Sociedad Cooperativa, siendo la presente solicitud rectora del presente procedimiento susceptible de poder someterse al mismo, de acuerdo a lo previsto en el artículo 2.1 c) del mismo texto normativo.

SEGUNDO: En primer lugar se deben resolver la excepción procesal de caducidad de las acciones ejercitadas por la demandada sobre la acción de nulidad de los acuerdos adoptados en el Consejo Rector de fecha 3 de Julio de 2017. 
La actora manifiesta que el artículo 51.3 de los Estatutos en relación con el artículo 68 de la Ley de Cooperativas establece que el plazo para impugnar los acuerdos nulos es de dos meses y el de los anulables es de un mes. La demanda se interpone el 1 de Septiembre de 2017, pero entiendo que los hechos invocados en la demanda no son causa de nulidad sino de anulabilidad y por ello debe estimarse la caducidad de la acción ejercitada. 
Examinando la demanda de arbitraje se invoca como motivo de nulidad de los acuerdos de Consejo Rector el artículo 67.2 a) y la Disposición Adicional Primera de la Ley de Cooperativas por entender que no se cumple el plazo de tres días de antelación para realizar la convocatoria de la sesión de Consejo Rector. Por ello, debemos entender que estamos ante una acción de nulidad y no de anulabilidad, debiendo desestimar la excepción de caducidad. En este caso, no habría vencido el plazo de 2 meses para interponer la acción, habida cuenta de que el acuerdo de Consejo Rector se celebró el 3 de Julio y la demanda se interpone el 1 de Septiembre, ambas fechas correspondientes al año en curso.
TERCERO.- La cuestión principal del procedimiento es determinar si la sesión de Consejo Rector, celebrada el 3 de Julio de 2017, se ha convocado de acuerdo a lo prevenido en el artículo 67.2 a) de la Ley de Cooperativas, en relación con el artículo 42 de los Estatutos sociales de la demandada.

La convocatoria de Consejo Rector se remite al demandante, en su condición de Secretario del Consejo Rector, mediante burofax aportado como documento nº 8 del escrito de demanda. Es un documento, de fecha 28 de Junio de 2017, que es enviado al día siguiente al demandado mediante burofax. La actora entiende que el plazo legal de tres días para la convocatoria de Consejo Rector se debe empezar a contar desde la notificación fehaciente al demandante (28/06/2017), el día 1 de Julio, sábado, sería el segundo día del cómputo y el tercer día sería el lunes 3 de julio, debiendo excluirse del cómputo el domingo día 2, habida cuenta de que el plazo debe considerarse como días hábiles, y por ello, de acuerdo a la Disposición Final Primera, deben excluirse los domingos y los declarados festivos. Por tanto, la interpretación de la actora es que para el plazo de 3 días se puede computar el día del envío pero se debe excluir  del cómputo día de la celebración de la sesión de Consejo Rector.
La interpretación de la demandada es diferente, pone de manifiesto que la normativa vigente no establece que se deba excluir del cómputo del plazo de tres días la fecha del envío y la fecha de celebración. Y tanto si se computa el día de convocatoria del Consejo (28 de junio) como el día del envío (29 de junio), la convocatoria respetaría el plazo de 3 días establecido en la Ley de Cooperativas.
Examinando la Ley de Cooperativas podemos apreciar la diferente regulación que existe para la convocatoria de una Asamblea General y de un Consejo Rector. En su artículo 46, referente a la forma de la convocatoria de la Asamblea General, se establece que la Asamblea General se convocará con una antelación mínima de diez días y máxima de sesenta días hábiles, a la fecha prevista para su celebración. Para la determinación del plazo mínimo de diez días se excluirá de su cómputo tanto el día de la exposición, envío o publicación, como el de celebración de la Asamblea General.

En relación a la forma de convocatoria de un Consejo Rector, el artículo 67.2 a) del referido texto normativo establece que la persona titular de la Presidencia convocará al Consejo con tres días, como mínimo de antelación pudiendo, en caso de urgencia, hacerse la convocatoria de forma verbal, telefónica o por cualquier otro medio. Idéntico plazo establece el artículo 42 de los Estatutos sociales de la demandada, no entrando en contradicción con la Ley de Cooperativas.
Lo que es evidente es que el legislador ha dejado regulado que en los supuestos de convocatoria de Asamblea General siempre debe excluirse del cómputo del plazo el día del envío o publicación de la convocatoria y el día de la celebración. En cambio, en los supuestos de convocatoria de Consejo Rector no incluye esa precisión, indicando, únicamente, que el plazo mínimo de convocatoria debe ser de tres días de antelación. La actora, incluye en el cómputo de tres días el día del envío (29 de junio) y no el día de recepción (3 de julio) por considerar que el día de la celebración del Consejo debe ser excluido. La demandada en cambio, indica que la normativa vigente no excluye del cómputo ni el día del envío, ni el día de la celebración. Lo que es evidente es que el legislador incluye unas precisiones para el cómputo de la convocatoria de Asamblea General que no ha incluido para la convocatoria de Consejo Rector. Y en el caso del Consejo Rector incluso determina que, por razones de urgencia, dicha convocatoria se puede hacer de forma verbal, telefónica o por cualquier otro medio. El Presidente del Consejo Rector manifiesta, en la prueba practicada, que al resto de rectores los convoca por correo electrónico, convocando al Sr. Secretario por burofax.
En el interrogatorio realizado a xxxx vino a reconocer que se le convocó por burofax porque lo había decidido el Presidente. Manifiesta el Sr. xxxxx que, con anterioridad al cambio de Presidente, todos los acuerdos eran verbales y no hacían falta ni Consejos Rectores ni Asambleas Generales. Acudiendo a la doctrina de los Actos Propios, si el propio demandante, en su condición de Secretario del Consejo Rector, ha consentido durante años la adopción de acuerdos de Consejo Rector de forma verbal, no puede ahora entender vulnerado el artículo 67.2 a) de la Ley de Cooperativas por el extremo de que la convocatoria que se le envía por burofax el día 28 de junio de 2017 y entienda que el día de la celebración del Consejo (3 de Junio) deba excluirse del cómputo del plazo de los tres días. Celebrándose la sesión de Consejo Rector en la propia finca donde realiza su actividad cooperativizada. 
Teniendo en cuenta todo lo actuado en el procedimiento, y lo regulado en la Ley de Cooperativas no se puede apreciar la vulneración del artículo 67.2 a), habida cuenta de que el legislador no determina que del cómputo del plazo mínimo de convocatoria de Consejo Rector se deba excluir el día de celebración, por lo que entiendo que no se puede estimar la acción ejercitada por la demandante.
El segundo de los fundamentos invocados por la demandante es relativo a que el acuerdo de cambiar de asesoría no ha sido adoptado por la Asamblea General y el Consejo Rector y que, por lo tanto, debe considerarse nulo el acuerdo de ratificar una decisión del Sr. Presidente, habida cuenta de que él no tiene la competencia para adoptar estas decisiones. En el interrogatorio realizado al Presidente del Consejo Rector, a preguntas de su Letrada, pone de manifiesto que la decisión de cambiar de asesoría se trató en dos sesiones de Consejo Rector anteriores a la del día 3 de julio, indicando que fueron sesiones celebradas en diciembre de 2016 y marzo de 2017.  Manifestó igualmente que el demandante se negó a comunicar dicha decisión a xxxxx, administrador de la xxxxx y fue el propio Presidente el que se lo comunicó, primero verbalmente y después mediante un burofax. El demandante, a preguntas de la demandada reconoció tener conocimiento, antes de la sesión de 3 de julio de 2017, de las intenciones de la Cooperativa de cambiar de asesoría. Y en el interrogatorio realizado por su propia Letrada vino a reconocer la existencia de las dos sesiones de Consejo Rector, anteriores a la sesión del 3 de julio, las mismas a las que hace referencia el Presidente, sobre las que se trató el cambio de asesoría. Por ello no puede entenderse la decisión del cambio de asesoría como un acuerdo unilateral del Presidente, ha quedado acreditada la existencia de dos sesiones de Consejo Rector en las que se trató el cambio de asesoría, así como que se envió un burofax, por parte del Presidente, a la xxxxxx, y ante las reticencias de la propia xxxxx de dejar de prestar los servicios así como del propio actor, se acordó ratificar, en sesión de Consejo Rector de 3 de julio de 2017, el acuerdo comunicado por burofax por el Presidente, acuerdo que previamente había sido tratado en sesión de Consejo Rector. De la prueba practicada, no se ha acreditado que, aparte del Sr. Secretario, existiera algún otro miembro del Consejo Rector, contrario al cambio de asesoría, y no teniendo competencia la Asamblea, de forma exclusiva, en la adopción de este acuerdo, habida cuenta de que las competencias exclusivas de la Asamblea están establecidas en el artículo 43 de la Ley de Cooperativas, el Consejo Rector tiene competencia, como órgano de gestión y representación de la Sociedad Cooperativa, para adoptar un acuerdo de esta naturaleza, no pudiendo considerarse contrario a Ley y, por tanto, nulo.
En relación al cuarto punto del orden del día de la sesión de Consejo Rector, que acuerda conceder a la Sra. Tesorera del Consejo Rector la guarda y custodia de los libros y documentación de la Sociedad Cooperativa, la actora manifiesta que dicha competencia le corresponde al Consejo Rector y no a una persona en concreto. Es evidente que ningún miembro del Consejo Rector, incluyendo al actor, ha puesto reparo alguno a que, durante años, dicha competencia fuera asumida por alguien ajeno al propio Consejo Rector,  como ha sido la xxxxx También es evidente que ni la Ley de Cooperativas ni los Estatutos establecen la prohibición de que la guarda y custodia de documentos y libros no pueda recaer sobre un miembro del Consejo Rector, por ello, no podemos entender que este acuerdo pueda considerarse nulo, porque no incumple ningún precepto legal.
Atendiendo a todo lo expuesto, el árbitro designado en este procedimiento, por la autoridad que le confiere el artículo 28 del Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, dicta el siguiente

LAUDO ARBITRAL

Que debo desestimar íntegramente la solicitud de arbitraje interpuesta por xxxxxx, absolviendo a xxxxxx de todos los pedimentos contra ella solicitados, confirmado la validez de la convocatoria de la sesión de Consejo Rector celebrado el día 3 de Julio de 2017, así como la validez de todos los acuerdos adoptados en dicha sesión.

El presente Laudo Arbitral será eficaz desde su notificación a las partes contendientes, la cual se llevará a cabo a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, no cabiendo contra él recurso ordinario, pudiéndose interponer los recursos extraordinarios de anulación y revisión previstos en el Título VII de la Ley 60/2003, de Arbitraje. 

En Toledo, a 7 de Diciembre de 2.017
EL ÁRBITRO

FDO. Francisco José Seseña Aparicio
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